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Resolución del Pleno del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios, con domicilio en Metepec, Estado de México; de fecha nueve (09) de octubre de dos mil veinticuatro. 

VISTO el expediente electrónico formado con motivo del recurso de revisión 01288/INFOEM/IP/RR/2024 promovido por una persona de nombre XXX XXX, a quien en lo sucesivo denominaremos RECURRENTE, en contra de la respuesta del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de México, en adelante el SUJETO OBLIGADO, se procede a dictar la presente resolución, con base en los siguientes:

[bookmark: _heading=h.gjdgxs]A N T E C E D E N T E S
1. El ocho de febrero de dos mil veinticuatro, el RECURRENTE presentó ante el SUJETO OBLIGADO, a través de la Plataforma digital Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX), la solicitud de información pública registrada con el número 00046/TRIJAEM/IP/2024, mediante la cual se solicitó:

“Acorde con lo dispuesto en el artículo 108 del Código de Procedimientos Administrativos del Estado de México, requiero la fecha de publicación en la Gaceta de Gobierno del Estado de México, del acuerdo emitido por la Junta de Gobierno y Administración de ese Tribunal, por el que se DESIGNÓ EXPRESAMENTE al C. JOAQUÍN GARCÍA DOMÍNGUEZ, como “ENCARGADO DE DESPACHO” de la Primera Sala Regional de Jurisdicción Ordinaria, los días 13, 14 y 15 de diciembre de 2023. Ello en virtud de lo siguiente: 1. Dicho servidor público suscribió acuerdos y resoluciones como “Encargado de Despacho de la Primera Sala Regional de Jurisdicción Ordinaria” (NO EN SUPLENCIA DE LA MAGISTRADA TITULAR); y 2. En ninguno de los acuerdos y resoluciones suscritas (faltando al principio de legalidad prescrito en el artículo 16 Constitucional), se mencionó acuerdo alguno que contenga dicha designación y, en su caso, la fecha de publicación en la Gaceta de Gobierno del Estado de México.” (Sic)

2. Se hace constar que se señaló como modalidad de entrega de la información a través del Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX).

3. El catorce de febrero de dos mil veinticuatro, el SUJETO OBLIGADO realizó un requerimiento. 

4. [bookmark: _heading=h.30j0zll]El veintiséis de febrero de dos mil veinticuatro, el SUJETO OBLIGADO dio respuesta a la solicitud, mediante oficio TJA-STJGA/022/2024, de fecha veinte de febrero de dos mil veinticuatro, firmado por la Servidora Pública Habilitada como Secretaria General del Pleno y Secretaria Técnica de la Junta de Gobierno y Administración del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de México, del cual en lo que interesa se observa: 

[image: ]

Al oficio antes descrito, se adjuntó el archivo electrónico ACUERDO DE RESPUESTA SOL 00046..pdf: Consistente en el Acuerdo 00046/TRIJAEM/IP/2024 de fecha veintiséis de febrero de dos mil veinticuatro, firmado por la Jefa de la Unidad de Información, Planeación, Programación y Evaluación del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de México, en el cual quedó plasmado la cronología de la atención a la solicitud de Acceso a la Información número 00046/TRIJAEM/IP/2024.   

5. El siete de marzo de dos mil veinticuatro, el RECURRENTE interpuso el recurso de revisión, señalando como:

ACTO IMPUGNADO: “La respuesta a la solicitud” (Sic)

RAZONES O MOTIVOS DE INCONFORMIDAD: “No proporcionaron la declaración de inexistencia del Titular del Área, ni la resolución del Comité de Transparencia que le confirmara” (Sic)

6. La Comisionada Ponente, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 185 fracción II de la ley de la materia, a través del acuerdo de admisión del catorce de marzo de dos mil veinticuatro, puso a disposición de las partes el  expediente electrónicos vía Sistema de Acceso a la Información Mexiquense SAIMEX a efecto de que en un plazo máximo de siete días manifestara lo que a su derecho conviniera, ofreciera pruebas y alegatos según correspondiera a los casos concretos, de esta forma para que el SUJETO OBLIGADO presentará el Informe Justificado procedente.

7. El SUJETO OBLIGADO en fecha cuatro de abril de dos mil veinticuatro subió información a la etapa de manifestaciones mediante dos archivos electrónicos, consistente en:

· OFICIO 049 MEDIANTE EL CUÁL SE RINDEN MANIFESTACIONES POR EL S.P.H._.pdf: Oficio número TJA-STJGA-049/2024 de fecha quince de marzo de dos mil veinticuatro, firmado por la Servidora Pública Habilitada como Secretaria General del Pleno y Secretaria Técnica de la Junta de Gobierno y Administración, del cual en lo que interesa se observa: 

“…Ahora bien, se reitera nuevamente que esta Secretaría proporcionó la información que obra en nuestros archivos, haciendo mención que derivado al punto de acuerdo tomado en la Sesión Extraordinaria número dieciocho de la Junta de Gobierno y Administración del Tribunal de Justicia Administrativa, de fecha veinticinco de noviembre de dos mil veintitrés, se tuvo a bien aprobar el siguiente “ACUERDO DE LA JUNTA DE GOBIERNO Y ADMINISTRACIÓN DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DEL ESTADO DE MÉXICO, POR EL QUE SE AUTORIZA A LA MAGISTRADA MIRNA MÓNICA OCHOA LÓPEZ, TITULAR DE LA PRIMERA SALA REGIONAL DE JURISDICCIÓN ORDINARIA DE ESTE TRIBUNAL CON RESIDENCIA EN TOLUCA, ESTADO DE MÉXICO, DISPONER DE SU PERIODO VACACIONAL LOS DÍAS 13, 14 y 15 DE DICIEMBRE DE DOS MIL VEINTITRÉS”. Publicado en el periódico oficial del Gobierno del Estado Libre y Soberano de México denominado “Gaceta del Gobierno”, el ocho de noviembre de dos mil veintitrés, el cual se adjuntó el hipervínculo, a través del oficio TJA-STJGA/022/2024. Por consiguiente, se dio cumplimiento en tiempo y forma de la información solicitada por esta Secretaría y conforme a lo dispuesto al artículo 166 párrafo primero de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios…
Por tanto, no existe obligación para este sujeto obligado de elaborar el documento ad hoc que ahora es motivo de solicitud de acceso a la información…
No obstante a lo referido y bajo el principio de máxima publicidad, se adjunta el acuerdo referenciado…” (Sic) 

· INFORME_JUSTIFICADO_RECURSO DE REVISIÓN 1288 SOLICITUD_46.pdf: Oficio de fecha cuatro de abril de dos mil veinticuatro, firmado por la Jefa de la Unidad de Información, Planeación, Programación y Evaluación, el cual grosso modo dice:

 “…Como se desprende de razones y motivos por los cuales se inconforma la persona solicitante en el recurso de revisión que nos ocupa, el particular refiere que no se le proporciona información respecto de “No proporcionaron la declaración de inexistencia del Titular del Área, ni la resolución del Comité de Transparencia que la confirmara” (Sic.), no así de los demás puntos contenidos en la solicitud primigenia.
Luego entonces, del medio de impugnación del que deriva el presente fallo, se desprende la manifestación expresa de consentimiento por parte del recurrente, ya que no se duele respecto de toda la información ya proporcionada, siendo indubitable que el disenso va encaminado a sólo tres puntos de la solicitud, declarándose por ende atendidos los puntos no recurridos y aceptados por el Recurrente al no argüir líneas refutantes específicas, existiendo una imposibilidad para estudiarlos, ya que se trata de actos consentidos expresamente por el particular, asintiendo satisfacción con lo notificado por el sujeto obligado…
Así la parte de la solicitud que no fue impugnada debe declararse consentida por la parte recurrente, toda vez que no se realizaron manifestaciones de inconformidad, por lo que en consecuencia, no pueden producirse efectos jurídicos tendentes a revocar, confirmar o modificar el acto reclamado, pues en la Ley Local que rige la materia no existe dispositivo que permita a este Órgano Garante estudiar lo no combatido por los recurrentes, pues se entiende que éstos al interponer sus recursos de revisión, lo hacen con el fin de exponer los agravios que se han cometido en su perjuicio, en sentido contrario lo no expuesto se presume que no causa agravio a su persona…
De lo fundado y argumentado en los párrafos que anteceden, se advierte que la información requerida por la persona solicitante corresponde a la fecha de la publicación del acuerdo que es proporcionado por la Junta de Gobierno y Administración del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de México, siendo el 08 de noviembre de 2023, por lo que se considera como colmado lo requerido por el hoy recurrente…” (Sic) 

8. Por su parte el RECURRENTE dejó de realizar manifestaciones que a su derecho conviniera y asistiera.

9. El tres de mayo de dos mil veinticuatro, se notificó el acuerdo de ampliación de plazo, con fundamento en el artículo 181, tercer párrafo, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

10. Este Organismo Garante no pasa por alto explicar, que la dilación en la resolución del presente asunto encuentra justificación en el alto número de recursos de revisión recibidos. Circunstancia atípica que ha rebasado las capacidades técnicas y humanas del personal encargado de la proyección de las resoluciones a dichos medios de impugnación.

11. Por ello, es menester precisar que si bien se ha excedido el plazo para resolver el presente medio de impugnación, de conformidad con la Ley de la materia, dicha dilación es de carácter excepcional y se encuentra justificada en los elementos para medir la razonabilidad del plazo de resolución de asuntos conforme a los parámetros establecidos por diversos órganos jurisdiccionales federales, aplicables también en procedimientos análogos, como el que nos ocupa.

12. Así, en términos de lo que establecen los artículos 8.1 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, los recursos deben ser sencillos y resolverse en el menor tiempo posible, tomando en consideración la dilación total del procedimiento; esto es, en un plazo razonable.

13. En ese sentido, el Legislador fijó los términos procesales en las leyes, de manera general, sin que pudiera prever la variada gama de casos que son resueltos por los órganos jurisdiccionales o cuasi jurisdiccionales, tanto por la complejidad de los hechos, como por el número de casos que conocen.

14. Por ello, excepcionalmente, si un asunto es resuelto con posterioridad a los plazos señalados por la norma debe analizarse la razonabilidad de dicha dilación atendiendo a los siguientes criterios:

a) Complejidad del asunto: La complejidad de la prueba, la pluralidad de sujetos procesales, el tiempo transcurrido, las características y contexto del recurso.
b) Actividad Procesal del interesado: Acciones u omisiones del interesado.
c) Conducta de la Autoridad: Las Acciones u omisiones realizadas en el procedimiento. Así como si la autoridad actuó con la debida diligencia.
d) La afectación generada en la situación jurídica de la persona involucrada en el proceso: Violación a sus derechos humanos.

15. De modo que, cuando se trate de un asunto excepcional, por alguna o todas las características mencionadas o bien, cuando el ingreso de asuntos al órgano jurisdiccional o cuasi jurisdiccional respectivo supere notoriamente al que podría considerarse normal, debe concluirse que es una excluyente de responsabilidad en relación con la actuación del funcionario, como ha acontecido en el caso que nos ocupa.

16. Argumento que encuentra sustento en la jurisprudencia P./J. 32/92 emitida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación del rubro “TÉRMINOS PROCESALES. PARA DETERMINAR SI UN FUNCIONARIO JUDICIAL ACTUÓ INDEBIDAMENTE POR NO RESPETARLOS SE DEBE ATENDER AL PRESUPUESTO QUE CONSIDERÓ EL LEGISLADOR AL FIJARLOS Y LAS CARACTERÍSTICAS DEL CASO.”[footnoteRef:1], visible en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación con el registro digital 205635. [1:  “El artículo 17 de la Constitución consagra la garantía denominada derecho a la jurisdicción que consiste, conforme al texto literal del precepto, en que "toda persona tiene derecho a que se le administre justicia por tribunales que estarán expeditos para impartirla en los plazos y términos que fijan las leyes, emitiendo sus resoluciones de manera pronta, completa e imparcial" lo que significa, por regla general, que un funcionario judicial actúa indebidamente cuando incurre en dilaciones que lo llevan a vulnerar esos dispositivos al no acordar las promociones de las partes o emitir las resoluciones dentro de los términos específicos que para cada situación señalan las normas procesales aplicables. De ello se sigue que si se formula una queja administrativa con motivo de esas irregularidades y el funcionario admite que incurrió en ellas o las mismas se encuentran probadas, en principio, debe considerarse fundada la queja e imponer las correcciones disciplinarias que correspondan o adoptar medidas que se juzguen convenientes. Sin embargo, al examinar cada caso se debe considerar que el legislador al fijar términos procesales en las leyes respectivas no pudo atender a la variada gama de casos que se someten a los tribunales, tanto por la índole de las cuestiones jurídicas que se controvierten como por la complejidad de los hechos a los que se refieren, así como al volumen del expediente y la extensión de los escritos aportados y pruebas desahogadas. Por la naturaleza del problema resulta lógico inferir que el legislador, al hacer la determinación a que se alude tomó en cuenta, por una parte, el tiempo que previsiblemente, considerando la capacidad y diligencia medias de un juzgador y de su personal profesional y administrativo de apoyo, se requiere para acordar o resolver la generalidad de los asuntos que ingresan a los órganos jurisdiccionales y, por otra, a que este ingreso sea en número proporcionado a la potencialidad de trabajo del juzgado o tribunal que corresponda. Por todo ello cuando se trate de un asunto excepcional, por alguna o todas las características mencionadas o bien cuando el ingreso de asuntos al órgano jurisdiccional respectivo supere notoriamente al que podría considerarse normal, debe concluirse que o bien se presentaron atenuantes o bien, excluyentes de responsabilidad en relación con la actuación del funcionario contra el que se formuló la queja administrativa y resolverla en consecuencia.”] 

17. Razones por las cuales cabe concluir que, la resolución al recurso de revisión se solventa hasta esta fecha, debido a que existe una excesiva carga de trabajo en desproporción a la capacidad de los recursos materiales y humanos con que cuenta este Instituto para atender la enorme demanda de usuarios que acuden para que se les garantice su Derecho de acceso a la información Pública y Protección de Datos Personales, aunado a la complejidad de los hechos a los que se refieren, así como al volumen del expediente, la extensión de los escritos y pruebas aportadas y desahogadas por las partes; lo que impide la tramitación de los recursos dentro de los términos legales previamente establecidos por la Ley, por tratarse de causas de fuerza mayor.

18. Por ello, este organismo garante comprometido con la tutela de los derechos humanos confiados, señala que este exceso del plazo legal para resolver el presente asunto, resulta de carácter excepcional.

19. Al respecto, también son de considerar los criterios sostenidos por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, cuyos rubros y datos de identificación son los siguientes:

PLAZO RAZONABLE PARA RESOLVER. DIMENSIÓN Y EFECTOS DE ESTE CONCEPTO CUANDO SE ADUCE EXCESIVA CARGA DE TRABAJO. “A partir de la vigencia de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y otros ordenamientos internacionales, el Estado Mexicano cuenta con un catálogo de derechos y garantías que vinculan normativamente, y permite salvar situaciones que diversas leyes plantean, partiendo de la dimensión objetiva que esos derechos ejercen sobre todo el orden jurídico, tomando en cuenta que el plazo previsto en las leyes para resolver un asunto pudiera no corresponder a la realidad, siendo factible acudir, en tal supuesto, a los ordenamientos internacionales a fin de establecer el contenido del concepto de "plazo razonable" conforme a las particularidades del caso; más aún, un criterio de razonabilidad y justificación de eventuales demoras, aplicando directamente los artículos 8 y 25 de la aludida convención, permiten configurar un proceso justo o una tutela judicial efectiva. Así, el concepto de "plazo razonable" es aplicable a la solución jurisdiccional de una controversia, pero también a procedimientos análogos, lo que a su vez implica que haya razonabilidad en el trámite y en la conclusión de las diversas etapas del procedimiento que llevarán al dictado de sentencias definitivas o proveídos, así como de diligencias en la ejecución de los fallos judiciales, lo que se relaciona con el comportamiento de las autoridades competentes a fin de justificar el exceso de la duración de las causas, que generalmente aducen sobrecarga de trabajo, reflexionando que, una de las atenuantes para tal cuestión, consiste en que dichas autoridades demuestren haber adoptado las medidas pertinentes a fin de aminorar sus efectos; sin embargo, cuando esa sobrecarga ha dejado de tener el carácter de excepcional y adquiere el de estructural, entonces las dilaciones en el procedimiento carecen de justificación alguna, aspecto sobre el cual la Corte Interamericana ha sostenido que el exceso de trabajo no puede justificar la inobservancia del plazo razonable, que no es una ecuación racional entre volumen de litigios y número de tribunales, sino una referencia individual para el caso concreto, por lo que tales cuestiones, si bien se reconocen, ello no implica que deban gravitar sobre los derechos del gobernado, razonamientos que son extensivos no sólo a las autoridades jurisdiccionales, sino también a todas aquellas que tienen injerencia en trámites análogos.”[footnoteRef:2] [2:  Consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su gaceta, con el registro digital 2002351.] 


PLAZO RAZONABLE PARA RESOLVER. CONCEPTO Y ELEMENTOS QUE LO INTEGRAN A LA LUZ DEL DERECHO INTERNACIONAL DE LOS DERECHOS HUMANOS. “En relación con el concepto de demora o dilación injustificada en la resolución de los asuntos, el artículo 8, numeral 1, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, coincidente en lo sustancial con el artículo 6 del Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales, establece que los tribunales deben resolver los asuntos sometidos a su conocimiento dentro de un plazo razonable, como uno de los elementos del debido proceso; aspecto sobre el cual la Corte Interamericana de Derechos Humanos, considerando lo expuesto por el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, ha establecido cuatro elementos o parámetros para medir la razonabilidad del plazo en que se desarrolla un proceso: a) la complejidad del asunto; b) la actividad procesal del interesado; c) la conducta de las autoridades judiciales; y, d) la afectación generada en la situación jurídica de la persona involucrada en el proceso. Además de los elementos descritos, el último de los tribunales internacionales mencionados también ha empleado para determinar la razonabilidad del plazo, el conjunto de actos relativos a su trámite, lo que ha denominado como el "análisis global del procedimiento", y consiste en analizar el caso sometido a litigio de acuerdo a las particularidades que representa, para determinar si un transcurso excesivo de tiempo resulta justificado o no. Por tanto, para precisar el "plazo razonable" en la resolución de los asuntos, debe atenderse al caso particular y ponderar los elementos descritos, conforme a criterios de normalidad, razonabilidad, proporcionalidad y necesidad, para emitir un juicio sobre si en el caso concreto se ha incurrido en una dilación o retardo injustificado, ya que una demora prolongada, sin justificación, puede constituir, por sí misma, una violación a las garantías judiciales contenidas tanto en los aludidos artículos como en el numeral 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, por lo que el concepto de "plazo razonable" debe concebirse como uno de los derechos mínimos de los justiciables y, correlativamente, como uno de los deberes más intensos del juzgador, y no se vincula a una cuestión meramente cuantitativa, sino fundamentalmente cualitativa, de modo que el método para determinar el cumplimiento o no por parte del Estado del deber de resolver el conflicto en su jurisdicción en un tiempo razonable, se traduce en un examen de sentido común y sensata apreciación en cada caso concreto.”[footnoteRef:3] [3:  Consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su gaceta, con el registro digital 2002350.] 


20. Por ello, este Organismo Garante, comprometido con la tutela de los derechos humanos confiados, señala que este exceso del plazo legal para resolver el presente asunto, resulta de carácter excepcional.

21. La Comisionada Ponente decretó el cierre de instrucción mediante acuerdo del siete de octubre de dos mil veinticuatro, por lo que, ordenó turnar el expediente a resolución, misma que a continuación se pronuncia.----------------------------------------------------------------------

[bookmark: _heading=h.1fob9te]C O N S I D E R A N D O
[bookmark: _heading=h.3znysh7]PRIMERO. De la competencia.
22. [bookmark: _heading=h.2et92p0]Este Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios, es competente para conocer y resolver del presente recurso de conformidad con el artículo: 6, apartado A, fracción IV de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 5, párrafos trigésimo segundo, trigésimo tercero y trigésimo cuarto, fracciones IV y V, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México; artículos 1, 2 fracción II, 13, 29, 36 fracciones I y II, 176, 178, 179, 181 párrafo tercero y 185 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios; y 7, 9 fracciones I y XXIV, y 11 del Reglamento Interior del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios.

SEGUNDO. De la oportunidad y procedencia.
23. El medio de impugnación fue presentado a través del SAIMEX, en el formato previamente aprobado para tal efecto y dentro del plazo legal de quince días hábiles otorgados; para el caso en particular es de señalar que el SUJETO OBLIGADO entregó respuestas el veintiséis de febrero al uno de marzo de dos mil veinticuatro, de tal forma que el plazo para interponer el recurso transcurrió del veintisiete de febrero al veinte de marzo de dos mil veinticuatro; en consecuencia, si el RECURRENTE presentó su inconformidad el siete de marzo de dos mil veinticuatro, se encuentra dentro de los márgenes temporales previstos en el artículo 178 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios vigente.

24. Consecuentemente, el escrito contiene las formalidades previstas por el artículo 180 último párrafo de la Ley de la materia actual, por lo que es procedente que este Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios, conozca y resuelva el presente recurso.


[bookmark: _heading=h.tyjcwt]TERCERO. Planteamiento de la Litis.
25. El RECURRENTE solicitó la fecha de publicación en la Gaceta de Gobierno del Estado de México, del acuerdo emitido por la Junta de Gobierno y Administración del Tribunal de Justicia Administrativa, por el que se designó expresamente al C. Joaquín García Domínguez, como encargado de despacho de la Primera Sala Regional de Jurisdicción Ordinaria, los días 13, 14 y 15 de diciembre de 2023.

26. En respuesta, el SUJETO OBLIGADO por medio de la Servidora Pública Habilitada como Secretaria General del Pleno y Secretaria Técnica de la Junta de Gobierno y Administración, informó que la fecha del Acuerdo de la Junta de Gobierno y Administración del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de México, por el que se autorizó a la Magistrada Titular de la Primera Sala Regional de Jurisdicción Ordinaria, su periodo vacacional los días trece, catorce y quince de diciembre de dos mil veintitrés, fue el ocho de noviembre de dos mil veintitrés. Así mismo plasmó una liga electrónica donde refirió que podía ser consultada la información solicitada. 
[image: ]

27. No obstante, el RECURRENTE interpuso recurso de revisión, mediante el cual, refirió que, no proporcionaron la declaración de inexistencia del Titular del Área, ni la resolución del Comité de Transparencia que la confirmara.

28. En consecuencia, la Litis a resolver en este recurso, se circunscribe a determinar si la respuesta colma con lo solicitado o si se actualizan las causales de procedencia previstas en el artículo 179, fracción III de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios; que establece la declaratoria de inexistencia de la información.

[bookmark: _heading=h.3dy6vkm]CUARTO. Del estudio y resolución del recurso de revisión.
I. [bookmark: _heading=h.1t3h5sf]Del derecho de acceso a la información.
29. El Derecho de Acceso a la Información Pública, es un derecho humano reconocido en el Pacto de Derechos Civiles y Políticos en su artículo 19.2; en la Convención Americana sobre Derechos Humanos en su artículo 13.1; en el artículo sexto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en el artículo quinto de la Particular del Estado de México. 
30. Definiendo el Derecho de Acceso a la Información Pública como: La igualdad de oportunidades para recibir, buscar e impartir información[footnoteRef:4]en posesión de cualquier autoridad, entidad, órgano y organismo de los poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, órganos autónomos, partidos políticos, fideicomisos y fondos públicos, así como de cualquier persona física, moral o sindicato que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad en el ámbito federal, estatal y municipal,[footnoteRef:5]que se constituye como una herramienta fundamental para ejercer el control democrático de las gestiones estatales, de forma tal que puedan cuestionar, indagar y considerar si se está dando un adecuado cumplimiento a las funciones públicas,[footnoteRef:6]fomentando la transparencia de las actividades estatales y promoviendo la responsabilidad de los funcionarios sobre su gestión pública,[footnoteRef:7]que permite saber qué están haciendo los gobiernos por sus pueblos, sin lo cual la verdad languidecería y la participación en el gobierno permanecería fragmentada. [4:  Convención Americana sobre Derechos Humanos. Artículo 13.]  [5:  Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Artículo sexto, sección A, fracción I.]  [6:  Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso Claude Reyes y otros vs. Chile. Sentencia de 19 de septiembre de 2006. Serie C. No. 151. Párr. 86.]  [7:  Ibídem. Parr. 87.] 


31. En México, además de los derechos, están reconocidas las garantías para su protección, en ese sentido el párrafo tercero de artículo primero de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos dispone lo siguiente:

“Artículo 1.- 
(…)
Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos, en los términos que establezca la ley.
(…)”.

32. Por lo anterior, se deduce que el Derecho de Acceso a la Información Pública es un Derecho Humano de Fuente Internacional y Constitucionalmente reconocido. Además del derecho, también se reconocen garantías para su protección, lo que vincula con el mandato del párrafo tercero del mismo artículo.

33. Así, conforme a la Constitución Política de las Estado Unidos Mexicanos y la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México respectivamente, el cumplimiento de las garantías primarias, entendidas como obligaciones inmediatamente relacionadas con el Derecho de Acceso a la Información Pública, permiten que todas las autoridades, en el ámbito de sus atribuciones lo respeten, protejan y garanticen.

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
“Artículo 6.
(…)
Para efectos de lo dispuesto en el presente artículo se observará lo siguiente:
A. Para el ejercicio del derecho de acceso a la información, la Federación y las entidades federativas, en el ámbito de sus respectivas competencias, se regirán por los siguientes principios y bases:
I. 	Toda la información en posesión de cualquier autoridad, entidad, órgano y organismo de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, órganos autónomos, partidos políticos, fideicomisos y fondos públicos, así como de cualquier persona física, moral o sindicato que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad en el ámbito federal, estatal y municipal, es pública y sólo podrá ser reservada temporalmente por razones de interés público y seguridad nacional, en los términos que fijen las leyes. En la interpretación de este derecho deberá prevalecer el principio de máxima publicidad. Los sujetos obligados deberán documentar todo acto que derive del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones, la ley determinará los supuestos específicos bajo los cuales procederá la declaración de inexistencia de la información.”
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México
“Artículo 5.- 
(…)
El derecho a la información será garantizado por el Estado. La ley establecerá las previsiones que permitan asegurar la protección, el respeto y la difusión de este derecho.
Para garantizar el ejercicio del derecho de transparencia, acceso a la información pública y protección de datos personales, los poderes públicos y los organismos autónomos, transparentarán sus acciones, en términos de las disposiciones aplicables, la información será oportuna, clara, veraz y de fácil acceso.
Este derecho se regirá por los principios y bases siguientes:
I. Toda la información en posesión de cualquier autoridad, entidad, órgano y organismos de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, órganos autónomos, partidos políticos, fideicomisos y fondos públicos estatales y municipales, así como del gobierno y de la administración pública municipal y sus organismos descentralizados, asimismo de cualquier persona física, jurídica colectiva o sindicato que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad en el ámbito estatal y municipal, es pública y sólo podrá ser reservada temporalmente por razones previstas en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos de interés público y seguridad, en los términos que fijen las leyes. En la interpretación de este derecho deberá prevalecer el principio de máxima publicidad. Los sujetos obligados deberán documentar todo acto que derive del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones, la ley determinará los supuestos específicos bajo los cuales procederá la declaración de inexistencia de la información.”

34. Según el artículo 150 de la Ley de Transparencia del Estado, la solicitud es la garantía primaria del Derecho de Acceso a la Información, además, establece que se regirá por los principios de simplicidad, rapidez gratuidad del procedimiento, auxilio y orientación a los particulares, contemplando el derecho de las personas con discapacidad y hablantes de lengua indígena.

35. El Derecho de Acceso a la Información se garantiza y respeta oportunamente, y según lo que dispone la Ley, las solicitudes de acceso a la información.

36. [bookmark: _heading=h.4d34og8]Así entonces, se procede analizar, en primer lugar, si el SUJETO OBLIGADO al atender la solicitud de acceso a la información, satisfizo la garantía primaria del derecho según lo dispuesto por el artículo 150 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios y en segundo término si cumplió con su deber de respetar y garantizar el derecho, entregando la información solicitada.


[bookmark: _heading=h.2s8eyo1]II. De la información solicitada y la respuesta del SUJETO OBLIGADO
37. Derivado del Planteamiento de la Litis, se procede a analizar el contenido íntegro de las actuaciones que obran en el expediente electrónico y con ello, este Órgano Garante dicte la resolución correspondiente, tomando en consideración los elementos aportados por las partes y apegándose en todo momento al principio de máxima publicidad, de acuerdo con lo establecido en el artículo 8 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

38. Así, debemos recapitular que el RECURRENTE solicitó al Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de México, lo siguiente: “requiero la fecha de publicación en la Gaceta de Gobierno del Estado de México, del acuerdo emitido por la Junta de Gobierno y Administración de ese Tribunal, por el que se DESIGNÓ EXPRESAMENTE al C. JOAQUÍN GARCÍA DOMÍNGUEZ como “ENCARGADO DE DESPACHO” de la Primera Sala Regional de Jurisdicción Ordinaria, los días 13, 14 y 15 de diciembre de 2023…” (Sic)


39. En respuesta, el SUJETO OBLIGADO por medio de la Servidora Pública Habilitada como Secretaria General del Pleno y Secretaria Técnica de la Junta de Gobierno y Administración, informó que la fecha del Acuerdo, por el que se autorizó a la Magistrada Titular de la Primera Sala Regional de Jurisdicción Ordinaria, su periodo vacacional los días trece, catorce y quince de diciembre de dos mil veintitrés, fue el ocho de noviembre de dos mil veintitrés. Así mismo, dentro del oficio de respuesta plasmó una liga electrónica donde refirió que la información aludida podía ser consultada, de la cual se realizó la consulta, observando que al ingresar a dicha liga aparece la página del Periódico Oficial Gaceta de Gobierno: https://legislacion.edomex.gob.mx/sites/legislacion.edomex.gob.mx/files/files/pdf/gct/2023/noviembre/nov081/nov081b.pdf
[image: ]
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40. [bookmark: _heading=h.17dp8vu]Posteriormente, el RECURRENTE interpuso recurso de revisión, en el cuál manifiesta como razones o motivo de la inconformidad se observa que dice “No proporcionaron la declaración de la inexistencia del Titular del Área, ni la resolución del Comité de Transparencia que la confirmara” (Sic), situación que es diversa a su solicitud, información de la cual el sujeto obligado dio respuesta.

41. Precisado lo anterior, se advierte que la información remitida tanto en respuesta como en informe justificado sirve para atender a la solicitud de información. Toda vez que, el SUJETO OBLIGADO remitió el acuerdo publicado en el Periódico Oficial   de Gobierno del Estado de México, por el que se designó expresamente al C. Joaquín García Domínguez, como encargado de despacho de la Primera Sala Regional de Jurisdicción Ordinaria, los días 13, 14 y 15 de diciembre de 2023.


42. La respuesta fue proporcionada por el Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de México, proporciona la liga que remite al  Acuerdo de la Junta de Gobierno y Administración del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de México, por el  que se designó expresamente al C. Joaquín García Domínguez, como encargado de despacho de la Primera Sala Regional de Jurisdicción Ordinaria, los días 13, 14 y 15 de diciembre de 2023. 

43. En este sentido, el artículo 12, de la Ley de la materia establece que los Sujetos Obligados sólo proporcionarán la información que generen, recopilen, administren, manejen, procesen, archiven o conserven, y sólo facilitarán las que se les requiera y obre en sus archivos, en el estado en el que se encuentre, sin la obligación de generarla, resumirla, efectuar cálculos o practicar investigaciones; tal y como se señala a continuación: 

“Artículo 12. Quienes generen, recopilen, administren, manejen, procesen, archiven o conserven información pública serán responsables de la misma en los términos de las disposiciones jurídicas aplicables. 

Los sujetos obligados sólo proporcionarán la información pública que se les requiera y que obre en sus archivos y en el estado en que ésta se encuentre. La obligación de proporcionar información no comprende el procesamiento de la misma, ni el presentarla conforme al interés del solicitante; no estarán obligados a generarla, resumirla, efectuar cálculos o practicar investigaciones.”
Énfasis añadido


44. En síntesis, el derecho de acceso a la información pública se satisface en aquellos casos en que se entregue el soporte documental en que conste la información pública. Asimismo, el artículo 24, de la Ley de la materia, dispone que los Sujetos Obligados sólo proporcionarán la información pública que generen, administren o posean en el ejercicio de sus atribuciones; por consiguiente, la información pública se encuentra a disposición de cualquier persona, lo que implica que es deber de los Sujetos Obligados, garantizar el derecho de acceso a la información pública.

45. En esta misma tesitura, es de subrayar que el derecho de acceso a la información pública, consiste en que la información solicitada conste en un soporte documental en cualquiera de sus formas, a saber: expedientes, reportes, estudios, actas, resoluciones, oficios, correspondencia, acuerdos, directivas, directrices, circulares, contratos, convenios, instructivos, notas, memorandos, estadísticas o bien, cualquier otro registro que documente el ejercicio de las facultades, funciones y competencias de los Sujetos Obligados; los que, podrán estar en cualquier medio, sea escrito, impreso, sonoro, visual, electrónico, informático u holográfico, de conformidad con el artículo 3, fracción XI, de la Ley de la materia, el cual dispone lo siguiente: 

“CRITERIO 0002-11
INFORMACIÓN PÚBLICA, CONCEPTO DE, EN MATERIA DE TRANSPARENCIA. INTERPRETACIÓN SISTEMÁTICA DE LOS ARTÍCULOS 2°, FRACCIÓN V, XV, Y XVI, 3°, 4°, 11 Y 41. De conformidad con los artículos antes referidos, el derecho de acceso a la información pública, se define en cuanto a su alcance y resultado material, el acceso a los archivos, registros y documentos públicos, administrados, generados o en posesión de los órganos u organismos públicos, en virtud del ejercicio de sus funciones de derecho público, sin importar su fuente, soporte o fecha de elaboración.
En consecuencia el acceso a la información se refiere a que se cumplan cualquiera de los siguientes tres supuestos:
1) Que se trate de información registrada en cualquier soporte documental, que en ejercicio de las atribuciones conferidas, sea generada por los Sujetos Obligados;
2) Que se trate de información registrada en cualquier soporte documental, que en ejercicio de las atribuciones conferidas, sea administrada por los Sujetos Obligados, y
3) Que se trate de información registrada en cualquier soporte documental, que en ejercicio de las atribuciones conferidas, se encuentre en posesión de los Sujetos Obligados.”
(Énfasis Añadido)


46. Siendo aplicable el Criterio de interpretación en el orden administrativo número 0002-11, emitido por Acuerdo del Pleno del Instituto de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios; publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado Libre y Soberano de México “Gaceta del Gobierno”, el diecinueve de octubre de dos mil once, cuyo rubro y texto dispone:

“CRITERIO 0002-11
INFORMACIÓN PÚBLICA, CONCEPTO DE, EN MATERIA DE TRANSPARENCIA. INTERPRETACIÓN SISTEMÁTICA DE LOS ARTÍCULOS 2°, FRACCIÓN V, XV, Y XVI, 3°, 4°, 11 Y 41. De conformidad con los artículos antes referidos, el derecho de acceso a la información pública, se define en cuanto a su alcance y resultado material, el acceso a los archivos, registros y documentos públicos, administrados, generados o en posesión de los órganos u organismos públicos, en virtud del ejercicio de sus funciones de derecho público, sin importar su fuente, soporte o fecha de elaboración.
En consecuencia el acceso a la información se refiere a que se cumplan cualquiera de los siguientes tres supuestos:
1) Que se trate de información registrada en cualquier soporte documental, que en ejercicio de las atribuciones conferidas, sea generada por los Sujetos Obligados;
2) Que se trate de información registrada en cualquier soporte documental, que en ejercicio de las atribuciones conferidas, sea administrada por los Sujetos Obligados, y
3) Que se trate de información registrada en cualquier soporte documental, que en ejercicio de las atribuciones conferidas, se encuentre en posesión de los Sujetos Obligados.”
(Énfasis Añadido)

47. Por su parte los artículos 160 y 166, de la Ley local en la materia, que se reproduce de la siguiente forma:

Artículo 160. Los sujetos obligados deberán otorgar acceso a los documentos que se encuentren en sus archivos o que estén obligados a documentar de acuerdo con sus facultades, competencias o funciones en el formato que el solicitante manifieste, de entre aquellos formatos existentes, conforme a las características físicas de la información o del lugar donde se encuentre así lo permita.

En caso que la información solicitada consista en bases de datos se deberá privilegiar la entrega de la misma en formatos abiertos.

Artículo 166. La obligación de acceso a la información pública se tendrá por cumplida cuando el solicitante tenga a su disposición la información requerida, o cuando realice la consulta de la misma en el lugar en el que ésta se localice.
Énfasis añadido

48. Así que la obligación de los Sujetos Obligados de dar acceso a la información pública que generen, administren o posean, se tendrá por cumplida cuando el solicitante tenga a su disposición la información requerida, o cuando realice la consulta de la misma en el lugar que ésta se localice, siempre y cuando así resultare procedente.

49. Por lo anterior, lo procedente es CONFIRMAR la respuesta brindada al requerimiento de información de la solicitud 00046/TRIJAEM/IP/2024.

50. Así, con fundamento en lo prescrito en los artículos 5 párrafos trigésimo segundo, trigésimo tercero y trigésimo cuarto fracciones IV y V de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México; 2, fracción II; 29, 36 fracciones I y II; 176, 178, 181, 185 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, este Pleno:

51. Por lo anteriormente expuesto y fundado, este ÓRGANO GARANTE emite los siguientes:

[bookmark: _heading=h.lnxbz9]R E S O L U T I V O S
PRIMERO. Resultan infundados los motivos de inconformidad aducidos por LA PARTE RECURRENTE en el recurso de revisión 01288/INFOEM/IP/RR/2024, por lo que, en términos del Considerando Cuarto de esta resolución, se CONFIRMA la respuesta del SUJETO OBLIGADO.

SEGUNDO. Notifíquese al Titular de la Unidad de Transparencia del SUJETO OBLIGADO vía SAIMEX, para su conocimiento.

TERCERO. Notifíquese a LA RECURRENTE la presente resolución vía SAIMEX.

CUARTO. Se hace del conocimiento de LA RECURRENTE que, de conformidad con lo establecido en el artículo 196 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, en caso de que considere que la resolución le cause algún perjuicio podrá impugnarla vía juicio de amparo en los términos de las leyes aplicables.

ASÍ LO RESUELVE, POR UNANIMIDAD DE VOTOS, EL PLENO DEL INSTITUTO DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES DEL ESTADO DE MÉXICO Y MUNICIPIOS, CONFORMADO POR LOS COMISIONADOS JOSÉ MARTÍNEZ VILCHIS; MARÍA DEL ROSARIO MEJÍA AYALA; SHARON CRISTINA MORALES MARTÍNEZ; LUIS GUSTAVO PARRA NORIEGA Y GUADALUPE RAMÍREZ PEÑA; EN LA TRIGÉSIMA SEXTA SESIÓN ORDINARIA CELEBRADA EL NUEVE (09) DE OCTUBRE DE DOS MIL VEINTICUATRO, ANTE EL SECRETARIO TÉCNICO DEL PLENO ALEXIS TAPIA RAMÍREZ. 





Página 1 de 28

Página 21 de 28

image2.png
2 = | = o) | 8 rowstbpdt x |
o

/pdf/gct/2023/noviembre/nov (? Google Lens ¥

piedom.. @ delto 3 D Apoyos de Gobiem... @ En seguridad public.. @ hitpsi/ipomexorg... @ Adobe Acrobat

nov081b.pdf 173 - w00% + | @O L &

Miércoles 8 de noviembre de 2023 Seccion Primera ‘Tomo: CCXVI No. 87

TRIBUNAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA
DEL ESTADO DE MEXICO

ACUERDO DE LA JUNTA DE GOBIERNO Y ADMINISTRACION DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DEL ESTADO DE
MEXICO, POR EL QUE SE AUTORIZA A LA MAGISTRADA MIRNA MONICA OCHOA LOPEZ, TITULAR DE LA PRIMERA SALA
REGIONAL DE JURISDICCION ORDINARIA DE ESTE TRIBUNAL CON RESIDENCIA EN TOLUCA, ESTADO DE MEXICO, DISPONER
DE SU PERIODO VACACIONAL LOS DIAS 13, 14 Y 15 DE DICIEMBRE DE DOS MIL VEINTITRES.

“Al margen Escudo del Estado de México y un logotipo que dice: Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de
México.

ACUERDO DE LA JUNTA DE GOBIERNO Y ADMINISTRACION DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA
ADMINISTRATIVA DEL ESTADO DE MEXICO, POR EL QUE SE AUTORIZA A LA MAGISTRADA MIRNA
MONICA OCHOA LOPEZ, TITULAR DE LA PRIMERA SALA REGIONAL DE JURISDICCION ORDINARIA DE
ESTE TRIBUNAL CON RESIDENCIA EN TOLUCA, ESTADO DE MEXICO, DISPONER DE SU PERIODO
VACACIONAL LOS DIAS 13, 14y 15 DE DICIEMBRE DE DOS MIL VEINTITRES.

La Junta de Gobierno y Administracion del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de México, con
fundamento en los articulos 13, 17, fracciones Il, Ill, IV y XXI, 18 de la Ley Organica de este organismo
jurisdiccional y 14 del Reglamento Interior de este Tribunal, y

CONSIDERANDO

1.Que el articulo 116, fraccién V de la Constitucién Politica de los Estados Unidos Mexicanos, establece que las
Constituciones y leyes de los Estados deberan instituir Tribunales de Justicia Administrativa, dotados de plena
‘autonomia para dictar sus fallos y establecer su organizacion, funcionamiento, procedimientos y, en su caso,
recursos contra sus resoluciones. Los Tribunales tendrén a su cargo dirimir las controversias que se susciten

3 entre la administracin pibiica local, municipal y los particulares; imponer, en los términos que disponga la Ley,
Ias sanciones a los servidores piiblicos locales y municipales por responsabilidad administrativa grave, y a los
particulares que incurran en actos vinculados con faltas administrativas graves; asi como fincar a los responsables
el pago de las indemnizaciones y sanciones pecuniarias que deriven de los dafios y perjuicios que afecten a la
Hacienda Publica Estatal o Municipal o al patimonio de los entes piiblicos locales o municipales

I Que el segundo parrafo del articulo 87 de la Constitucién del Estado Libre y Soberano de México, sefiala que
este Tribunal conoceré y resolvera de las controversias que se susciten entre la administracion pibiica estatal,
municipal, organismos auxiliares con funciones de autoridad y los particulares. Asi mismo, impondra en los
términos que disponga la Ley, las sanciones a las y los servidores publicos por responsabilidad administrativa
grave y a los particulares que incurran en actos vinculados con faltas administrativas graves, asi como fincar el
pago de las responsabilidades resarcitorias, a quien corresponda, indemnizaciones y sanciones pecuniarias que
deriven de los dafios y perjuicios que afecten a la Hacienda Publica Estatal y Municipal o al patrimonio de los
entes publicos locales y municipales

. Que los articulos 3y 4 de la Ley Orgénica del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de México,
disponen que este organismo jurisdiccional, es un drgano auténomo e independiente de cualquier autoridad y
dotado de plena jurisdiccién para emitir y hacer cumplir sus resoluciones; es competente para dirimir las
controversias de caracter administrativo y fiscal que se susciten entre la Administracion Publica del Estado,
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de los articulos 54 tercer parrafo y 55 de la Ley Organica de este Tribunal, las licencias de las y los Magistrados.
serén concedidas por la Junta hasta por quince dias, por lo tanto esta Junta designa al Licenciado en Derecho
Joaquin Garcia Dominguez, Secretario de Acuerdos autorizado para llevar a cabo las funciones de Magistrado
de Ia Primera Sala Regional de Jurisdiccién Ordinaria de este Tribunal con residencia en Toluca, Estado de
México, los dias 13, 14 y 15 de diciembre de dos mil veintitrés.

Por lo que, en atencion alo anterior, se tiene a bien expedir el siguiente:
ACUERDO

1 rada Mima Ménica Ochoa Lopez, Titular de la Primera Sala Regional de
Jurisdiccién Ordinaria de este Tribunal con residencia en Toluca, Estado de México, para ausentarse de sus
Ilabores los dias 13, 14 y 15 de diciembre de dos mil veintitrés. Con la finalidad de gozar del periodo vacacional a
que tiene derecho por haber cubierto el Segundo Periodo Vacacional de la guardia del dos mil veintidds, los dias
2,3,4,5,6,9y 10 de enero del afio dos mil veintitrés

SEGUNDO. Con fundamento en el articulo 17, fracciones Il Iil, IV, XVIIl, de la Ley Orgénica del Tribunal de
Justicia Administrativa el Estado de México; asi como los articulos 54, tercer parrafo y 55 de la Ley Orgnica de
este Tribunal, se designa al Licenciado en Derecho Joaquin Garcia Dominguez Secretario de Acuerdos autorizado
para llevar a cabo las funciones de Magistrado de la Primera Sala Regional de Jurisdiccién Ordinaria del Tribunal
de Justicia Administrativa del Estado de México, suplatemporalmente a |a Magistrada Mima Mdnica Ochoa L6pez,
Titular de la Primera Sala Regional e Jurisdiccion Ordinaria del Tribunal de Justicia Administrativa con residencia

2 en Toluca, Estado de México, los dias 13, 14 y 15 de diciembre de dos mil veintirés

TERCERO. Sin perjuicio de lo anterior, el Secretario de Acuerdos Licenciado en Derecho Joaquin Garcia
Dominguez de la Primera Sala Regional de Jurisdiccion Ordinaria con residencia en Toluca, continuard con las
mismas percepciones salariales, asi como seguir ejerciendo las facultades que le concede la Ley Organica y el
Reglamento Interior, ambos de este Tribunal y contara con el personal juridico y admirativo asignado en la Primera
Sala Regional de Jurisdiccion Ordinaria de este Tribunal

TRANSITORIOS

PRIMERO. Publiquese el presente acuerdo en el Periodico Oficial del Gobiemo del Estado Libre y Soberano de
México “Gaceta del Gobierno’; en el 6rgano de difusion intermo y en la pagina web, ambos del Tribunal y en los
estrados de las Secciones de la Sala Superior, de las Salas Regionales de Jurisdiccion Ordinaria, Salas
Especializadas en Materia de Responsabilidades Administrativas, Magistratura Supemurmeraria y Magistratura
Consultiva

SEGUNDO. El presente acuerdo entra en vigor el dia de su publicacion, en el Periddico Oficial del Gobierno del
Estado Libre y Soberano de México *Gaceta del Gobiern:

TERCERO. Notifiquese por oficio a la Magistrada de la Primera Sala Regional de Jurisdiccion Ordinaria y al
Secretario de Acuerdos.

mo y
Administracion del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de México, celebrada a los veinticinco dias del
mes de octubre de dos mil veintitrés.

MAGISTRADO PRESIDENTE DE LA JUNTA DE GOBIERNO Y ADMINISTRACION.- GERARDO BECKER
ANIA.- RUBRICA.- SERVIDORA PUBLICA HABILITADA COMO SECRETARIA TECNICA DE LA JUNTA DE
'GOBIERNO Y ADMINISTRACION.- ROSALBA COLIN NAVARRETE. - RUBRICA.
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En virtud de lo anterior, me permito contestar o siguiente referente a su peticién el cual:

. requiero la fecha de publicacion en la Gaceta de Goblerno del Estado de Méico, del
acuerdo emitido por la Junta de Gobierpo y Administracion de ese Tribuna, por el que s
DESIGNG EXPRESAMENTE 2/ C. JOAQUIN GARCIA DOMINGUEZ...” (sic), con fundamento en
lo dispuesto por el articulo 17 fraccién IV de la Ley Organica del Tribunal de Justicia
Administrativa del Estado de México y derivado al punto de acuerdo tomado en la Sesién
Extraordinaria nimero dieciocho de la Junta de Gobierno y Administracién del Tribunal de
Justicia Administrativa, de fecha veinticinco de noviembre del dos mil veintitrés, se tuvo a
bien aprobar el siguiente "ACUERDO DE LA JUNTA DE GOBIERNO Y ADMINISTRACION DEL
TRIBUNAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DEL ESTADO DE MEXICO, POR EL QUE SE
AUTORIZA A LA MAGISTRADA MIRNA MONICA OCHOA LOPEZ TITULAR DE LA PRIMERA
SALA REGIONAL DE JUI{ISDICCI@N ORDINARIA DE ESTE TRIBUNAL CON RESIDENCIA EN
TOLUCA, ESTADO DE MEXICO, DISPONER DE SU PERIODO VACACIONAL LOS DIAS 13, 14
y 15 DE DICIEMBRE DE DOS MIL VEINTITRES.” publicado en el periédico oficial del
Gobiero del Estado Libre y Soberano de México denominado “Gaceta del Gobierno”, el
ocho de noviembre de dos mil veintitrés, mismo que puede ser consultado en el siguiente
hipervinculo:
https://legislacion.edomex.gob.mx/sites/legislacion.edomex.gob.mx/files/fles/pdf/qct/2023/
noviembre/nov081/nov081b.pdf
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